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Para enmendar los Artículos 100 y 101 de la Ley Núm. 149 del 18 de junio de 2004, conocida 
como “Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, a los fines de que la 
acción penal no prescriba en los delitos de Agresión sexual; Actos lascivos; 
Proxenetismo, rufianismo y comercio de personas agravado; Producción de pornografía 
infantil; Posesión y distribución de pornografía infantil; Utilización de un menor para 
pornografía infantil; y para disponer que el término en los delitos que prescriben, se 
compute a partir de que la víctima cumpla veintiún (21) años edad. 

 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

La prescripción en el ámbito criminal consiste en la extinción de la responsabilidad penal 

mediante el transcurso de un período de tiempo sin que el delito sea perseguido o sin que la pena 

sea ejecutada. Pueblo v. Martínez Rivera, 144 D.P.R. 631, 640 (1997). El propósito fundamental 

que se persigue es informar al acusado, con suficiente antelación, de la intención de procesarle y 

de la naturaleza del delito que le puede ser imputado. Ello con el fin de evitar un menoscabo en 

su oportunidad de defenderse antes de que la evidencia disponible para establecer su inocencia 

desaparezca por el transcurso del tiempo. Pueblo v. Tribunal Superior, 84 D.P.R. 24, 27 (1961).   

Esta figura jurídica más que una defensa que puede levantar el acusado, constituye un 

impedimento total y absoluto para que el Estado pueda procesar por una ofensa. Véase R.A. 

Duff, “I Might be Guilty but You Can’t Try Me”: Estoppel and Other Bars to Trial, 1 Ohio St. J. 

Crim. L. 245, a la pág. 248 (2003).  Sin embargo, no responde a precepto alguno de orden 

constitucional, sino a un acto de gracia legislativa cuyo origen es puramente estatutario. Forma 

http://mjpr.microjuris.com/cgi-bin/om_isapi.dll?clientID=202013&advquery=%5bField%20DocId%3a%20144DPR631%5d&headingswithhits=on&hitsperheading=on&infobase=DPR4.nfo&record=dochitfirst&softpage=FSP_MJ_IISP&wordsaroundhits=10
http://mjpr.microjuris.com/cgi-bin/om_isapi.dll?clientID=202013&advquery=%5bField%20DocId%3a%2084DPR24%5d&headingswithhits=on&hitsperheading=on&infobase=DPR4.nfo&record=dochitfirst&softpage=FSP_MJ_IISP&wordsaroundhits=10
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parte de las prerrogativas que tiene el Estado, el determinar qué conducta no habrá de tener un 

límite de tiempo.   

De acuerdo al Articulo 100 del Código Penal vigente, todo delito grave tipificado, 

cometido por un funcionario o empleado público en el desempeño de sus funciones, no prescribe. 

Asimismo, no prescriben los delitos graves de primer grado, el genocidio, crimen de la 

humanidad, el asesinato, el secuestro y el secuestro de menores, la malversación de fondos 

públicos, y la falsificación de fondos públicos. El resto de los delitos, según el Articulo 99 del 

Código Penal, prescriben: “(a) a los cinco (5) años en los delitos graves de segundo grado a 

cuarto grado, y en los graves según clasificados en ley especial o en el Código Penal derogado; 

b)  al año en los delitos menos graves, salvo los provenientes de infracciones a leyes fiscales y 

todo delito menos grave cometido por un funcionario o empleados públicos en el desempeño de 

sus funciones, que prescribirán a los cinco (5) años; y c) los delitos de encubrimiento y 

conspiración prescribirán a los diez (10) años cuando se cometan en relación al delito de 

asesinato en todas sus modalidades.” Cabe destacar que, tales términos prescriptivos no aplican a 

las leyes especiales cuyos delitos tengan un periodo mayor al propuesto.   

El motivo detrás de no establecer un límite de tiempo para procesar ciertos delitos, es 

reconocer la severidad de la conducta delictiva. Una de las formas más dramáticas de la 

violación de la dignidad de un ser humano se da a través de la comisión de los delitos sexuales. 

Por tal razón, en el caso de los delitos sexuales, el mensaje debe ser uno claro y contundente a las 

personas que incurran en la conducta tipificada y a la sociedad puertorriqueña en general, de que 

este tipo de conducta no va a quedar impune.   

Más aún, las limitaciones inherentes a su investigación y procesamiento, justifican que no 

tengan un término para encausarse. Se ha probado, que la víctima de este tipo de delitos no 

necesariamente puede llevar a la luz pública el delito sexual cometido en su contra en el límite de 

tiempo que ha establecido la ley. Personas expertas, mundialmente reconocidas en temas de 

violencia en contra de las mujeres, señalan las serias y devastadoras consecuencias de las 

agresiones sexuales. Específicamente, Lori Heise señala en su trabajo, Efectos de la violencia y 

la agresión sexual sobre la salud, los serios traumas emocionales que las agresiones sexuales 

pueden provocar. Tal estudio demuestra que, las sobrevivientes de agresiones sexuales exhiben 

una variedad de síntomas inducidos por el trauma que pueden persistir durante muchos años, 
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entre los cuales se encuentran, pesadillas, depresión, falta de concentración, desórdenes del 

sueño y la alimentación, y sentimientos de ira, humillación y auto-acusación.   

Igualmente, Heise resalta que una (1) de cada cuatro (4) mujeres que han sido violadas 

presenta síntomas disfuncionales entre cuatro (4) y seis (6) años del asalto. Incluso, luego de 

muchos años de ocurrida la agresión sexual, las mujeres atacadas son significativamente más 

propensas a ser calificadas dentro de diez (10) diagnósticos siquiátricos diferentes, incluyendo 

depresión profunda, abuso de alcohol, desorden de estrés post traumático, abuso de drogas, 

desórdenes obsesivos-compulsivos, ansiedad generalizada, desórdenes en la alimentación, 

desorden de personalidad múltiple y síndrome de personalidad fronteriza. Efectivamente, en 

algunos casos, la agresión sexual ha sido descubierta en la atención de tales diagnósticos.  

El desorden de estrés post-traumático es una de las manifestaciones más frecuentes de las 

víctimas de agresión sexual. Este es un trastorno de ansiedad agudo que puede ocurrir cuando 

una persona atraviesa o presencia un acontecimiento traumático en el que siente una impotencia 

abrumadora o amenaza de muerte o lesión. Uno de los síntomas de este desorden es la evasión.  

Muchas personas con trastorno de estrés postraumático, evitan sistemáticamente las cosas 

que les recuerdan el evento traumático. Esto puede llegar a causar evasión de todo tipo: 

pensamientos, sentimientos o conversaciones sobre el incidente, y también actividades, lugares o 

personas que les recuerdan aquél. Otras personas, parecen no responder a las cosas o situaciones 

relacionadas con el evento y no recuerdan mucho sobre el trauma. 

Ante esta realidad médicamente corroborada, la acción penal por delitos de índole sexual no 

debe estar atada a término prescriptivo alguno. Factores temporales, no deben sumarse a una 

experiencia que de por sí es sumamente traumática.      

Por otro lado, algunos estudios demuestran que las personas que han sido víctimas de 

abuso sexual en su infancia pueden narrar sus historias en tres episodios de vida diferentes.  Un 

primer grupo de víctimas de abuso sexual infantil divulga su historia en la adolescencia al 

progenitor no ofensor u ofensora u otra persona de la familia. El segundo divulga su historia 

alrededor de los veinticinco (25) años de edad, típicamente a amigos o amigas. El tercer grupo de 

víctimas de abuso sexual infantil divulga su historia alrededor de los cuarenta (40) años, y es 

usualmente a su terapista a quien se lo informa.   

Al tomar en consideración lo anterior, existe la posibilidad de que una persona abusada 

sexualmente durante su infancia pueda caer dentro del grupo de personas que esté preparada para 
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divulgar su historia después de los 35 hasta los 40 años. Sin embargo, para esa fecha el delito ya 

habría prescrito. Esta situación limita significativamente la capacidad del Estado para encausar al 

sujeto agresor.   

Es el interés del Estado, poder procesar los casos de agresión sexual, actos lascivos, 

proxenetismo, rufianismo y comercio de personas agravado, producción de pornografía infantil, 

posesión y distribución de pornografía infantil, y utilización de un menor para pornografía 

infantil. Todos son crímenes repudiables que despiertan el más profundo sentido de indignación 

en la ciudadanía, y que tienen como elemento común la intención. Además, ser víctima de este 

tipo de delito tiene consecuencias devastadoras tanto en el ámbito personal, para la víctima, 

como para la sociedad completa.   

Otras jurisdicciones, han aprobado legislación para eliminar el término prescriptivo en los 

delitos de violación o agresión. Ejemplos de algunos estados son: Alabama, Alaska, Delaware, 

Idaho, Indiana, Kentucky, Louisiana, Maryland, Missouri,  Rhode Island, North Carolina, South 

Carolina, Virginia, Vermont, West Virginia, Wyoming, Florida, Mississippi, New Jersey, New 

Mexico y South Dakota. 

Precisamente, la política pública que está en vigor en Puerto Rico, tiene como objetivo 

darle el máximo de protección a los menores. En armonía con dicha política pública, el nuevo 

“Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2004” aumentó la protección al 

sujeto pasivo en los casos de agresión sexual hasta los dieciséis (16) años, conforme 

recomendación de la Procuradora de las Mujeres.  El cambio se fundamentó en estudios y datos 

en torno a la problemática social en Puerto Rico, sobre víctimas de abuso sexual y embarazos 

entre adolescentes. 

Una vez más, tenemos que tomar acción para fortalecer la política pública establecida, y 

así prevenir la violencia sexual y otros delitos relacionados a la pornografía infantil. No puede 

pasar ni un día más, sin que se tomen las medidas que estén a tono con el número de casos de 

abusos sexuales reportados, y la problemática social que se pretende evitar.   

Finalmente, cabe destacar que en Puerto Rico, mediante sentencia del Tribunal Supremo, 

se acogió en nuestro ordenamiento jurídico la normativa federal que establece que cualquier ley 

que extienda el término prescriptivo penal antes de que éste haya expirado, como se refiere a la 

forma y modo de perseguir el crimen y no sobre aspectos sustantivos del delito, queda fuera de la 
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prohibición constitucional contra leyes ex post facto.  Stogner v. California, 539 U.S. 607 

(2003); Pueblo v. Candelario Ayala, 2005 T.S.P.R. 165. 

  
DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1. - Se enmienda el Artículo 100 de la Ley 149 del 18 de junio de 2004 para 

que lea como sigue: 

“Artículo 100. Delitos que no prescriben. 

En los siguientes delitos la acción penal no prescribe: delito grave de primer grado, 

genocidio, crimen de la humanidad, asesinato, secuestro y secuestro de menores, Agresión 

sexual; Actos lascivos; Proxenetismo, rufianismo y comercio de personas agravado; 

Producción de pornografía infantil; Posesión y distribución de pornografía infantil; 

Utilización de un menor para pornografía infantil, malversación de fondos públicos, 

falsificación de documentos públicos y todo delito grave tipificado en este Código o en ley 

especial cometido por un funcionario o empleado público en el desempeño de la función 

pública.” 

Artículo 2. - Se enmienda el Artículo 101 de la Ley 149 del 18 de junio de 2004, para 

que lea como sigue: 

“Artículo 101. Cómputo del término de prescripción 

El término de prescripción se computará desde el día de la comisión del delito hasta la 

fecha en que se determine causa probable para el arresto o citación. En aquellos casos en 

que sea necesario recurrir en alzada, la celebración de una audiencia para la 

determinación de causa probable para el arresto o citación interrumpirá el término 

prescriptivo. 
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No obstante, en los delitos [de agresión sexual o su tentativa o aquellos delitos] en que 

la víctima no ha cumplido [dieciocho (18)] veintiún (21) años, el término de prescripción 

se computará a partir de que la víctima cumpla sus [dieciocho (18)]  veintiún (21) años de 

edad.” 
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5 Artículo 3. Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 


